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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al diecinueve de enero de dos mil veintiséis, emite la siguiente:

SENTENCIA

Mediante la cual se resuelve la acción de inconstitucionalidad 169/2024, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra del artículo 97, fracción I, porción normativa “por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad” de la Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas para el Estado de Durango, expedida mediante el Decreto No. 591 publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el doce de septiembre de dos mil veinticuatro, en contravención de los artículos 14, 16 y 32 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, con base en los siguientes antecedentes y considerandos:

ANTECEDENTES

1.
Presentación de la demanda. El catorce de octubre de dos mil veinticuatro, en el buzón judicial de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación y recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia el quince siguiente.

2.
Órganos Legislativo y Ejecutivo que emitieron y promulgaron la norma.

· Poder Ejecutivo del Estado de Durango.

· Poder Legislativo del Estado de Durango.

3.
Normas generales cuya invalidez se demanda.

· Artículo 97, fracción I, porción normativa “por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad”, de la Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas para el Estado de Durango.
Cuyo contenido es el siguiente:

“Artículo 97. Para ser titular de la Auditoría, además de lo señalado por el artículo 88 de la Constitución Local, se requiere satisfacer los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos; (…).”

4.
Fecha de publicación de la norma impugnada. El doce de septiembre de dos mil veinticuatro, en el Periódico Oficial del Estado de Durango.
5.
Preceptos constitucionales vulnerados. Artículos 14, 16 y 32 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

6.
Conceptos de invalidez. La accionante hizo valer fundamentalmente lo siguiente:

· El artículo 97, fracción I, en la porción normativa impugnada, de la Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas para el Estado de Durango dispone que para acceder a la titularidad de la Auditoría Superior de esa entidad federativa se requiere tener la calidad mexicana por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad; sin embargo, la Norma Fundamental establece que el Congreso de la Unión es el único ente legitimado para reservar determinados cargos a las personas mexicanas por nacimiento y que no adquieran otra nacionalidad, por lo que el Poder Legislativo local se encuentra inhabilitado constitucionalmente para normar esa exigencia de acceso a cualquier cargo público en el orden local, por lo que transgrede el derecho de seguridad jurídica y el principio de legalidad.
· Así, el artículo 32 de la Constitución Federal señala que habrá cargos y funciones para los que se requiere la calidad de mexicano por nacimiento, reservada a quienes tengan esa calidad y no adquieran otra nacionalidad; restricción que sólo será aplicable cuando lo establezca la Norma Fundamental o las leyes del Congreso de la Unión.
· El legislador federal es la única autoridad facultada para establecer qué cargos y funciones requieren la nacionalidad mexicana por nacimiento, pues como se advierte del procedimiento de reforma al artículo 32 constitucional, la razón o los fines que tuvo en cuenta el órgano reformador para exigir dicho requisito para determinados cargos, deriva de que el ejercicio de éstos se relaciona con los intereses o el destino político de la Nación, las áreas estratégicas o prioritarias del Estado, o bien, con la seguridad y defensa nacional. Esto es, se trata de cargos y funciones ligados a conceptos de lealtad, identidad o soberanía nacional respecto de los que debe evitarse toda suspicacia acerca de compromisos con Estados extranjeros.
· Particularmente la exigencia de “no adquirir otra nacionalidad” constituye una restricción que, si bien resultaría admisible por la Constitución General, lo cierto es que dicha limitación sólo es válida para aquellos cargos que el propio texto constitucional así lo exige.
· Asimismo, la porción normativa impugnada resulta incompatible con el bloque de constitucionalidad, por no permitir a las personas mexicanas por naturalización y a las que adquieran otra nacionalidad acceder a la titularidad de la Auditoría Superior de Durango, en igualdad de condiciones a las que tienen la nacionalidad por nacimiento o a las que no han adquirido otra nacionalidad, pues su contenido podría considerarse una distinción discriminatoria para el acceso a empleos públicos, contrarias al principio de igualdad y no discriminación.
7.
Radicación y turno. Por proveído de la persona titular de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de dieciséis de octubre de dos mil veinticuatro, se registró la presente acción de inconstitucionalidad con el número de expediente 169/2024, la cual fue turnada para su instrucción correspondiente al entonces Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo.

8.
Admisión. Mediante acuerdo de veintiuno de octubre de dos mil veinticuatro, se tuvo como autoridades emisora y promulgadora de la norma impugnada a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, ambos del Estado de Durango, respectivamente. Asimismo, se les concedió plazo de quince días para rendir su informe.

9.
Vista a la Fiscalía General de la República y a la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal. En términos del artículo 10, fracción IV, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el proveído antes referido.

10.
Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Durango. Por oficio enviado el doce de noviembre de dos mil veinticuatro a través del sistema electrónico de este Alto Tribunal y recibido el mismo día en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia, la persona titular de la Consejería General de Asuntos Jurídicos del Gobierno del Estado de Durango expresó sustancialmente lo siguiente:
· Es cierto el acto atribuido consistente en la promulgación y publicación de la norma impugnada; empero, éste fue ejecutado con fundamento en el artículo 98, fracción III, de la Constitución del Estado de Durango, en relación con el numeral 5, fracción IV, de la Ley Orgánica de la Administración Pública de la entidad, que lo facultan y obligan a promulgar y hacer cumplir las leyes o decretos del Congreso local, así como a publicarse en el Periódico Oficial de la entidad federativa.
· Se advierte que la accionante se abstuvo de formular conceptos de invalidez encaminados a reclamar por vicios propios el proceso de promulgación y publicación, por lo que su actuar es acorde con la legislación citada y es evidente que fue llamado a la acción de inconstitucionalidad con el fin de cumplir con el requisito formal previsto en el artículo 61, fracción II, de la Ley Reglamentaria de la materia.
11.
Acuerdo de trámite. Mediante auto de nueve de enero de dos mil veinticinco, se advirtió que había transcurrido el plazo legal concedido al Poder Legislativo del Estado de Durango a fin de que presentara su informe, por lo que se le requirió, nuevamente, remitir copia certificada de los antecedentes legislativos de la norma impugnada.
12.
Escrito del Poder Legislativo del Estado de Durango. Por escrito recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal el veintinueve de enero de dos mil veinticinco, la persona titular de la Secretaría de Servicios Jurídicos del Congreso del Estado de Durango, remitió copia certificada de los antecedentes legislativos de la Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas para el Estado de Durango.
13.
Acuerdo de siete de febrero de dos mil veinticinco. Se previno al promovente, ya que no acompañó copia certificada del documento que acreditara la calidad con la que se ostenta y, en su caso, por el que se le delegara la representación del Poder Legislativo de dicha entidad federativa; asimismo, se le requirió, nuevamente, para que remitiera copia certificada de la totalidad de los antecedentes legislativos de la norma impugnada.
14.
Segundo escrito del Poder Legislativo del Estado de Durango. Por escrito recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte el doce de febrero de dos mil veinticinco, la persona titular de la Secretaría de Servicios Jurídicos del Congreso del Estado de Durango, remitió copia certificada de los antecedentes legislativos de la Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas para el Estado de Durango, así como de su nombramiento y la delegación de facultades.
15.
Vista para formular alegatos. Mediante acuerdo de veinticuatro de febrero de dos mil veinticinco, se tuvo por presentado al Secretario de Servicios Jurídicos del Congreso del Estado de Durango que exhibió copias certificadas de los antecedentes legislativos de la norma impugnada y en el que se ordenó que los autos quedaran a la vista de las partes para que formularan por escrito sus alegatos.
16.
Opinión de la Fiscalía General de la República y la Consejera Jurídica del Ejecutivo Federal. Se abstuvieron de formular pedimento.
17.
Cierre de instrucción. Por acuerdo de doce de marzo de dos mil veinticinco, se declaró cerrada la instrucción del asunto a efecto de elaborar el proyecto de resolución correspondiente.
18.
Returno. En proveído de cuatro de septiembre de dos mil veinticinco, la persona titular de la Presidencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó el envío de los autos a la ponencia de la Ministra María Estela Ríos González, para la elaboración del proyecto de resolución correspondiente, lo anterior de acuerdo con el sexto transitorio del Acuerdo General 1/2025 (12a.) de este Pleno.
I. COMPETENCIA
19.
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente acción de inconstitucionalidad, en términos de lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, inciso g)
, de la Constitución General y 16, fracción I
, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación publicada en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro, así como el Punto Segundo, fracción II
, del Acuerdo General 2/2025 (12a.) de tres de septiembre de dos mil veinticinco, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
II. PRECISIÓN DE LAS NORMAS IMPUGNADAS
“Artículo 97. Para ser titular de la Auditoría, además de lo señalado por el artículo 88 de la Constitución Local, se requiere satisfacer los siguientes requisitos:
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos; (…).”

[El resaltado obedece a lo impugnado].
III. OPORTUNIDAD
20.
La demanda, en términos del artículo 60, párrafo primero
, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal, fue oportuna, ya que la norma impugnada se publicó el doce de septiembre de dos mil veinticuatro y la acción de inconstitucionalidad fue presentada el catorce de octubre siguiente, por lo que su presentación se hizo dentro del plazo de treinta días naturales que refiere el precepto citado.

IV. LEGITIMACIÓN
21.
La Comisión Nacional de los Derechos Humanos está legitimada para interponer la presente acción de inconstitucionalidad, en términos de los artículos 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 15, fracción I y XI, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y 18 de su Reglamento Interno.
V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO
22.
El Poder Ejecutivo del Estado de Durango señaló que la promulgación y publicación de la norma impugnada fue realizada con fundamento en el artículo 98, fracción III, de la Constitución local, en relación con el numeral 5, fracción IV, de la Ley Orgánica de la Administración Pública de la entidad federativa, por lo que actuó en estricto apego a sus facultades, máxime que la accionante no hizo valer conceptos de invalidez por vicios propios en su actuar.
23.
La autoridad referida plantea como una improcedencia, el que solo cumplió con las disposiciones jurídicas relativas al proceso legislativo de la ley impugnada –en el ámbito de su competencia–; lo cual no encuentra cabida en alguna de las causas que al efecto se prevén por el artículo 19
 de la Ley Reglamentaria de la materia, al que remite el diverso artículo 65
 del mismo ordenamiento, en materia de acciones de inconstitucionalidad.
24.
En cambio, el artículo 61, fracción II
, de la referida ley, dispone que en el escrito por el que se ejercita la acción de inconstitucionalidad, deberán señalarse los órganos legislativo y ejecutivo que hubieran emitido y promulgado las normas generales impugnadas; en tanto que el artículo 64, primer párrafo
, del mismo cuerpo legal, señala que el Ministro o Ministra instructora dará vista al órgano legislativo que hubiere emitido la norma y al órgano ejecutivo que la hubiere promulgado, para que dentro del plazo de quince días rindan un informe que contenga las razones y fundamentos tendientes a sostener la validez de la norma general impugnada o la improcedencia de la acción.
25.
Por tanto, al tener injerencia en el proceso legislativo de dicha norma general para otorgarle plena validez y eficacia, el Ejecutivo local se encuentra invariablemente implicado en la emisión del acto presuntamente violatorio de la Constitución Federal, por lo que se encuentra en la necesidad de responder por esos actos frente a dicho ordenamiento fundamental.
26.
En tales condiciones, al advertirse que el Gobernador del Estado no hace valer una auténtica causa de improcedencia, debe desestimarse su planteamiento.

27.
Al no existir otro motivo de improcedencia planteado por las partes ni advertirse alguno de oficio por este Tribunal Pleno, se procede a realizar el estudio de fondo.
VI. ESTUDIO DE FONDO
28.
La litis en cuestión esencialmente se centra en identificar si esta distinción discriminatoria, motivada por el origen nacional o por haber adquirido otra nacionalidad, es constitucionalmente válida.
La porción normativa “por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad”, prevista en la fracción I del artículo 97 de la Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas para el Estado de Durango, es inconstitucional.
29.
El artículo 1°, párrafos primero y quinto, de la Constitución Federal
, reconoce el derecho de igualdad y de no discriminación en los que medularmente se establece que todas las personas gozarán de los derechos humanos que sean reconocidos tanto en la propia Constitución como en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, y de las garantías para su protección; asimismo, señala que el ejercicio de tales prerrogativas no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la Norma Fundamental establezca.
30.
En concordancia con nuestra Constitución Federal, los artículos 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
 (conocida como “Pacto de San José”) y 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
, en lo que interesa, señalan que todos los ciudadanos deben tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país y sólo la ley puede reglamentar el ejercicio de este derecho.
31.
La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 32, párrafo segundo, establece que el “ejercicio de los cargos y funciones para los cuales, por disposición de la presente Constitución, se requiera ser mexicano por nacimiento, se reserva a quienes tengan esa calidad y no adquieran otra nacionalidad. Esta reserva también será aplicable a los casos que así lo señalen otras leyes del Congreso de la Unión.”
32.
La justificación para limitar el acceso a ciertos cargos exclusivamente a mexicanos por nacimiento la podemos identificar en los razonamientos aportados por los integrantes del Poder Constituyente, ya que se precisaron en los dictámenes, que se incorporaba esa limitación con la finalidad de evitar conflictos de intereses o dudas en la identidad de los mexicanos con doble nacionalidad, respecto del acceso a cargos que implicaran funciones públicas estratégicas, prioritarias, de seguridad y defensa nacionales.
33.
El artículo 32 constitucional agregó además que la delimitación de los cargos que deben ocuparse de manera exclusiva por mexicanos por nacimiento es una facultad exclusiva del Congreso de la Unión; por tanto, se encuentra reservada al Poder Legislativo la determinación de dichos cargos.
34.
En el caso que nos ocupa, el artículo 97, fracción I, porción normativa “por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad”, de la Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas para el Estado de Durango, expedida por el Congreso estatal, es inconstitucional porque contraviene lo dispuesto por el artículo 32 constitucional, ya que esta disposición establece que es al Congreso de la Unión al que le corresponde la determinación de los cargos a los que sólo podrán tener acceso los mexicanos por nacimiento y que no adquieran otra nacionalidad. Así lo ha resuelto esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en diversos precedentes
.
35.
En este contexto, la disposición impugnada resulta discriminatoria, pues impone una restricción injustificada a las personas que tengan doble nacionalidad o que no sean mexicanos por nacimiento para acceder a la titularidad de la Auditoría Superior del Estado de Durango, por lo tanto, es violatorio del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
36.
En consecuencia, en el artículo 97, fracción I, de la Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas para el Estado de Durango, el Congreso de dicha entidad federativa incorporó el requisito de ciudadano mexicano “por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad” para acceder a la titularidad de la Auditoría Superior del Estado, debe ser declarada inválida.
VII. EFECTOS
37.
En atención a las consideraciones desarrolladas en el apartado precedente, y en cumplimiento del artículo 73, en relación con los diversos 41, fracción IV, y 45 de la Ley Reglamentaria de la materia, se declara la invalidez del artículo 97, fracción I, en su porción normativa “por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad”, de la Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas para el Estado de Durango, expedida mediante el Decreto No. 591, publicado en el Periódico Oficial de la entidad federativa el doce de septiembre de dos mil veinticuatro.
38.
Fecha a partir de la cual surtirá efectos la declaratoria general de invalidez. Conforme a lo dispuesto por el artículo 45, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria, la declaratoria de invalidez surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Durango.
Por lo antes expuesto, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación:
RESUELVE
PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad.
SEGUNDO. Se declara la invalidez del artículo 97, fracción I, en su porción normativa “por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad”, de la Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas para el Estado de Durango, expedida mediante el Decreto No. 591, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el doce de septiembre de dos mil veinticuatro, la cual surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del referido Estado.
TERCERO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Durango, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
Notifíquese; con testimonio de esta resolución por medio de oficio a las partes; devuélvase el expediente a la Sección de Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de Inconstitucionalidad para los efectos legales a que haya lugar y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.
Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por mayoría de ocho votos de las personas Ministras Herrerías Guerra por suprimir el párrafo 35, Espinosa Betanzo separándose del párrafo 25, Ríos González, Esquivel Mossa apartándose del párrafo 33, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía únicamente por el argumento competencial, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz apartándose de los párrafos del 31 al 34. La señora Ministra Batres Guadarrama votó en contra y anunció voto particular. Las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo y Esquivel Mossa anunciaron sendos votos concurrentes.
El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados.
Firman el Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Ministra Ponente, con el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.
Presidente, Ministro Hugo Aguilar Ortiz.- Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL).- Ponente, Ministra María Estela Ríos González.- Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL).- Secretario General de Acuerdos, Daniel Álvarez Toledo.- Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL).
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copias fotostática constante de once fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 169/2024, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del diecinueve de enero de dos mil veintiséis. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a veintiuno de mayo de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
Voto particular que formula la Ministra Lenia Batres Guadarrama relativo a la Acción de Inconstitucionalidad 169/2024
La acción de inconstitucionalidad se resolvió bajo la ponencia de la Ministra María Estela Ríos González. La CNDH impugnó el contenido del artículo 97 fracción I, de la Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas para el Estado de Durango, que establece como requisitos para acceder al cargo de Auditor Superior de la entidad federativa, ser mexicano “por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad”.
La sentencia declaró la invalidez del artículo 97,1 fracción I, en las porciones normativas “por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad”, de la Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas para el Estado de Durango, por considerar que contraviene con lo dispuesto en el artículo 32 constitucional, que establece que al Congreso de la Unión le corresponde la determinación de los cargos a los que sólo podrán tener acceso los mexicanos por nacimiento y que no adquieran otra nacionalidad.
1. Razones de la mayoría
En sesión celebrada el diecinueve de enero de dos mil veintiséis, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), declaró la invalidez del artículo 97 de la ley impugnada en su porción normativa “por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad”, por considerar que contraviene lo dispuesto por el artículo 32 constitucional, que establece que al Congreso de la Unión le corresponde la determinación de los cargos a los que sólo podrán tener acceso los mexicanos por nacimiento y que no adquieran otra nacionalidad.
En términos generales el presente asunto se aprobó por mayoría de ocho votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Aguilar Ortiz, siendo yo la única disidente, por lo que formulo el presente voto particular.
2. Razones de la emisión del voto
La sentencia que sostiene que, el artículo 32 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reserva al Congreso de la Unión la facultad de determinar los cargos públicos que requieren la nacionalidad mexicana por nacimiento y los que no deben adquirir una nacionalidad distinta a la mexicana, por lo que las entidades federativas no pueden establecer ese requisito para cargos distintos a los señalados en la CPEUM.
Además, la sentencia destacó que la disposición impugnada resulta discriminatoria, pues impone una restricción injustificada a las personas que tengan doble nacionalidad o que no sean mexicanos por nacimiento para acceder a la titularidad de la Auditoría Superior del estado de Durango, por lo tanto, el proyecto asume que el artículo impugnado es violatorio del artículo 1o. de la CPEUM.
No comparto dicha conclusión, por las siguientes razones:

En primer lugar. El artículo 32 de la CPEUM no prevé que el Congreso de la Unión pueda establecer de manera exclusiva para qué cargos se requiere la nacionalidad mexicana por nacimiento, sino que se refiere a la facultad que tiene para imponer ese requisito en los cargos de la Federación. Esto no impide que los congresos locales establezcan este requisito en el ámbito de su competencia.
Aunado a lo anterior, la fracción VI del artículo 35 constitucional reconoce el derecho de la ciudadanía a ser nombrada en cargos públicos, siempre que cumpla con las calidades que establezca la ley. Por tanto, corresponde al Congreso de la Unión, así como a las legislaturas locales definir esos requisitos conforme a su libertad configurativa, de manera que se encuentran constitucionalmente habilitados para, en su caso, establecer el requisito de ser mexicano por nacimiento o el no tener doble nacionalidad.
Además, la Ley de Nacionalidad establece en su artículo 15 que “cuando el ejercicio de algún cargo o función se reserve a quien tenga la calidad de mexicano por nacimiento y no haya adquirido otra nacionalidad, será necesario que la disposición aplicable así lo señale expresamente”. Por su parte, el artículo 16 de la misma ley establece que las autoridades correspondientes deberán exigir a los interesados la presentación del certificado de nacionalidad mexicana, cuando los solicitantes pretendan acceder al ejercicio de algún cargo o función para el que se requiera ser mexicana o mexicano por nacimiento y que no adquieran otra nacionalidad.
En ese sentido, se confirma que no es facultad exclusiva del Congreso de la Unión definir ese tipo de requisitos, por tanto, los congresos locales también cuentan con la facultad de fijarlo, en sus respectivas legislaciones.
En segundo lugar. La sentencia refiere que la justificación para limitar el acceso a ciertos cargos exclusivamente a mexicanos por nacimiento, se encuentra en los razonamientos aportados por los integrantes del Poder Constituyente, ya que precisaron en los dictámenes, que se incorpora dicha limitación con la finalidad de evitar conflictos de intereses o dudas en la identidad de los mexicanos con doble nacionalidad, respecto del acceso a cargos que implicaran funciones públicas estratégicas, prioritarias, de seguridad y defensa nacionales.
La justificación anterior, se encuentra reforzada por lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley de Nacionalidad, el cual dispone que para obtener el certificado de nacionalidad mexicana cuya exigencia se establece en el artículo 16 antes citado, los mexicanos por nacimiento a los que otro Estado considere como sus nacionales, deberán formular renuncia expresa a la nacionalidad que les sea atribuida, a toda sumisión, obediencia y fidelidad a cualquier Estado extranjero, especialmente de aquél que le atribuya la otra nacionalidad, a toda protección extraña a las leyes y autoridades mexicanas, y a todo derecho que los tratados y o convenciones internacionales concedan a los extranjeros, además, deberán protestar adhesión, obediencia y sumisión a las leyes y autoridades mexicanas y se abstendrán de realizar cualquier conducta que implique sumisión a un Estado extranjero.
En consecuencia, los requisitos de ser ciudadano mexicano y no adquirir otra nacionalidad para acceder al cargo de Auditor en el caso concreto, contrario a lo resuelto en la sentencia, no resulta inconstitucional, ya que las legislaturas locales tienen la facultad de definir los requisitos conforme a su libertad configurativa, incluyendo los requisitos de ser mexicano por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad.
Ministra Lenia Batres Guadarrama.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de dos fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular que formula la señora Ministra Lenia Batres Guadarrama, en relación con la sentencia del diecinueve de enero de dos mil veintiséis, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 169/2024, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación. Ciudad de México, a veintiuno de mayo de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA LA MINISTRA SARA IRENE HERRERÍAS GUERRA EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 169/2024

En sesión de diecinueve de enero de dos mil veintiséis, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad citada al rubro.
En este asunto, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sostuvo que el artículo 97, fracción I, en la porción normativa “por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad”, de la Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas para el Estado de Durango, expedida mediante el Decreto No. 591 y publicada en el Periódico Oficial de esa entidad federativa el doce de septiembre de dos mil veinticuatro, contraviene el artículo 32 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ello, porque, conforme a ese precepto constitucional, corresponde exclusivamente al Congreso de la Unión determinar qué cargos y funciones deben reservarse a personas mexicanas por nacimiento. Adicionalmente, señaló que la disposición controvertida transgrede el derecho de acceder a cargos públicos en condiciones de igualdad, al excluir a las personas mexicanas por naturalización y a aquellas que hubiesen adquirido otra nacionalidad de la posibilidad de acceder a la titularidad de la Auditoría Superior del Estado de Durango1.
La norma impugnada establecía lo siguiente:
“Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas para el Estado de Durango
Artículo 97. Para ser titular de la Auditoría, además de lo señalado por el artículo 88 de la Constitución Local, se requiere satisfacer los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos; […]”

[Énfasis añadido]
Este Tribunal Pleno determinó declarar la invalidez del referido precepto, al considerar que, conforme al artículo 32 constitucional2, corresponde de manera exclusiva al Congreso de la Unión determinar los cargos públicos a los que únicamente pueden acceder las personas mexicanas por nacimiento que no adquieran otra nacionalidad. Sin embargo, en la sentencia también se sostuvo que la disposición resultaba discriminatoria, al imponer una restricción injustificada a las personas con doble nacionalidad o aquellas que no son mexicanas por nacimiento para acceder a la titularidad de la Auditoría Superior del Estado de Durango.
Si bien comparto la declaratoria de invalidez, estimo que la resolución debió ceñirse al análisis estrictamente competencial.
A mi juicio, el hecho de que la Constitución Federal reserve de manera exclusiva al Congreso de la Unión la facultad de determinar los cargos que pueden reservarse a personas mexicanas por nacimiento no conduce, por sí mismo, a concluir que la norma impugnada sea discriminatoria. Para sostener válidamente esa conclusión era indispensable llevar a cabo un análisis autónomo en materia de igualdad y no discriminación, dirigido a determinar si la diferenciación introducida por la norma superaba el escrutinio constitucional correspondiente. Sin embargo, toda vez que ese estudio no se desarrolla en la sentencia, considero que la invalidez debió sustentarse únicamente en la invasión de la esfera competencial del Congreso de la Unión. En efecto, una vez declarada la invalidez de la norma impugnada por resultar fundado alguno de los conceptos de invalidez, se colma la finalidad de este medio de control constitucional, por lo que resultaba innecesario pronunciarse sobre los restantes planteamientos3, entre ellos, el relativo a la vulneración del derecho de acceso a cargos públicos en condiciones de igualdad.
Por las razones expuestas, es que me permito formular el presente voto concurrente.

Atentamente
Ministra Sara Irene Herrerías Guerra.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de dos fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente que formula la señora Ministra Sara Irene Herrerías Guerra, en relación con la sentencia del diecinueve de enero de dos mil veintiséis, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 169/2024, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a veintiuno de mayo de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
VOTO CONCURRENTE

QUE FORMULA EL MINISTRO IRVING ESPINOSA BETANZO EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 169/2024

En sesión de 19 de enero de 2026, el Tribunal Pleno resolvió por mayoría de 8 votos la acción de inconstitucionalidad indicada al rubro, en el sentido de que la porción normativa “por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad”, prevista en la fracción I del artículo 97 de la Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas para el Estado de Durango, es inconstitucional porque contraviene lo dispuesto por el artículo 32 constitucional ya que esta disposición establece que es al Congreso de la Unión al que le corresponde la determinación de los cargos a los que sólo podrán tener acceso los mexicanos por nacimiento y que no adquieran otra nacionalidad, por lo que si una legislatura local impone una restricción en ese sentido, es evidente que no tiene facultades para ello.
Estoy de acuerdo con la propuesta, sin embargo, me aparto de lo señalado en el sentido de que, además, “…la disposición impugnada resulta discriminatoria, pues impone una restricción injustificada a las personas que tengan doble nacionalidad o que no sean mexicanos por nacimiento para acceder a la titularidad de la Auditoría Superior del estado de Durango, por lo tanto es violatorio del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
En este sentido, el vicio de incompetencia de la autoridad emisora de la norma genera en automático su invalidez, sin necesidad de analizar si la norma tiene un fin válido, toda vez que resultará inconstitucional al haberse emitido por una autoridad no facultada para ello.
Esto, pues, desde mi punto de vista, el vicio de incompetencia de la autoridad emisora de la norma genera en automático su invalidez, sin necesidad de analizar si la norma es discriminatoria. De ahí que emita voto concurrente.
Ministro Irving Espinosa Betanzo.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de una foja útil, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente que formula el señor Ministro Irving Espinosa Betanzo, en relación con la sentencia del diecinueve de enero de dos mil veintiséis, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 169/2024, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a veintiuno de mayo de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
� Artículo 105 de la Constitución Federal. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: (…)


II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.


Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por: (…)


g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas; (…)


� Artículo 16 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.


La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá:


I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La admisión de controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad planteadas respecto de normas generales no dará lugar en ningún caso a la suspensión de la norma cuestionada; (…)


� SEGUNDO. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La SCJN conservará para su resolución: (…)


II. Las acciones de inconstitucionalidad, previstas en el artículo 105, fracción II, de la CPEUM, así como los recursos interpuestos en éstas; (…)


� La CNDH plantea la invalidez en la porción normativa “por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad”.


� Artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. (…)


� El plazo para promover la acción de inconstitucionalidad transcurrió del viernes trece de septiembre al sábado doce de octubre de dos mil veinticuatro, por lo que su presentación era posible presentarla al día hábil siguiente.


� Artículo 19 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal. Las controversias constitucionales son improcedentes:


I. Contra decisiones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; (…)


III. Contra normas generales, actos u omisiones que sean materia de una controversia pendiente de resolver, siempre que exista identidad de partes, normas generales o actos y conceptos de invalidez;


IV. Contra normas generales, actos u omisiones que hubieren sido materia de una ejecutoria dictada en otra controversia, o contra las resoluciones dictadas con motivo de su ejecución, siempre que exista identidad de partes, normas generales o actos y conceptos de invalidez, en los casos a que se refiere el artículo 105, fracción I, último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;


V. Cuando hayan cesado los efectos de la norma general o acto materia de la controversia;


VI. Cuando no se haya agotado la vía legalmente prevista para la solución del propio conflicto;


VII. Cuando la demanda se presentare fuera de los plazos previstos en el artículo 21;


VIII. Cuando de la demanda se advierta que no se hacen valer violaciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;


VIII Bis. Cuando tengan por objeto controvertir adiciones o reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y


IX. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta Ley.


En todo caso, las causales de improcedencia deberán examinarse de oficio.


� Artículo 65 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal. En las acciones de inconstitucionalidad, la ministra o el ministro instructor de acuerdo con el artículo 25, podrá aplicar las causales de improcedencia establecidas en el artículo 19 de esta ley, con excepción de su fracción II respecto de leyes electorales, así como las causales de sobreseimiento a que se refieren las fracciones II y III del artículo 20.


Las causales previstas en las fracciones III y IV del artículo 19 sólo podrán aplicarse cuando los supuestos contemplados en éstas se presenten respecto de otra acción de inconstitucionalidad.


� Artículo 61. La demanda por la que se ejercita la acción de inconstitucionalidad deberá contener: (…)


II. Los órganos legislativos y ejecutivo que hubieran emitido y promulgado las normas generales impugnadas; (…)


� Artículo 64. Iniciado el procedimiento, conforme al artículo 24, si el escrito en que se ejercita la acción fuere obscuro o irregular, la ministra o el ministro instructor prevendrá al demandante o a sus representantes comunes para que hagan las aclaraciones que correspondan dentro del plazo de cinco días. Una vez transcurrido este plazo, dicho ministro o ministra dará vista a los órganos legislativos que hubieren emitido la norma y el órgano ejecutivo que la hubiere promulgado, para que dentro del plazo de quince días rindan un informe que contenga las razones y fundamentos tendientes a sostener la validez de la norma general impugnada o la improcedencia de la acción de inconstitucionalidad. Tratándose del Congreso de la Unión, cada una de las Cámaras rendirá por separado el informe previsto en este artículo. (…)


� Véase la jurisprudencia de rubro y texto siguiente: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. DEBE DESESTIMARSE LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PLANTEADA POR EL PODER EJECUTIVO LOCAL EN QUE ADUCE QUE AL PROMULGAR Y PUBLICAR LA NORMA IMPUGNADA SÓLO ACTUÓ EN CUMPLIMIENTO DE SUS FACULTADES. Si en una acción de inconstitucionalidad el Poder Ejecutivo Local plantea que dicho medio de control constitucional debe sobreseerse por lo que a dicho Poder corresponde, en atención a que la promulgación y publicación de la norma impugnada las realizó conforme a las facultades que para ello le otorga algún precepto, ya sea de la Constitución o de alguna ley local, debe desestimarse la causa de improcedencia planteada, pues dicho argumento no encuentra cabida en alguna de las causales previstas en el artículo 19 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al cual remite el numeral 65 del mismo ordenamiento, este último, en materia de acciones de inconstitucionalidad. Lo anterior es así, porque el artículo 61, fracción II, de la referida Ley, dispone que en el escrito por el que se promueva la acción de inconstitucionalidad deberán señalarse los órganos legislativo y ejecutivo que hubieran emitido y promulgado las normas generales impugnadas y su artículo 64, primer párrafo, señala que el Ministro instructor dará vista al órgano legislativo que hubiere emitido la norma y al ejecutivo que la hubiere promulgado, para que dentro del plazo de 15 días rindan un informe que contenga las razones y fundamentos tendentes a sostener la validez de la norma general impugnada o la improcedencia de la acción. Esto es, al tener injerencia en el proceso legislativo de las normas generales para otorgarle plena validez y eficacia, el Poder Ejecutivo Local se encuentra invariablemente implicado en la emisión de la norma impugnada en la acción de inconstitucionalidad, por lo que debe responder por la conformidad de sus actos frente a la Constitución General de la República.”


P./J. 38/2010, Pleno, Jurisprudencia, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXXI, abril de 2010, registro 164865, página 1419.


� Artículo 1 de la Constitución Federal. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. (…)


Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.


� Artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Derechos políticos


1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: (…)


c) De tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.


2. La Ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente, por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena por juez competente, en proceso penal.


� Artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el artículo 2 y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: (…)


c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.


� Véase, por ejemplo, la acción de inconstitucionalidad 112/2024, resuelta por el Tribunal Pleno el veinticuatro de febrero de dos mil veinticinco; así como la acción de inconstitucionalidad 20/2011, fallada el nueve de enero de dos mil doce.


1 Artículo 97. Para ser titular de la Auditoría, además de lo señalado por el artículo 88 de la Constitución Local, se requiere satisfacer los siguientes requisitos:


I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y no adquirir otra nacionalidad, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos; (…).”.


1 Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas para el Estado de Durango


Artículo 2. La Auditoría Superior del Estado es el órgano del Congreso del Estado de Durango, con autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones, y para decidir sobre su administración y organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que disponga la ley, encargado de la fiscalización de los recursos públicos que ejerzan los poderes y los municipios, sus entidades y dependencias, así como las administraciones paraestatales y paramunicipales, fideicomisos públicos, mandatos, instituciones, órganos constitucionales autónomos, la secretaría ejecutiva del sistema local anticorrupción y cualquier otro ente público, de conformidad con las disposiciones de los artículos 85, 86 y 170 de la Constitución Local, esta Ley y demás disposiciones aplicables


2 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 32.- La Ley regulará el ejercicio de los derechos que la legislación mexicana otorga a los mexicanos que posean otra nacionalidad y establecerá normas para evitar conflictos por doble nacionalidad.


El ejercicio de los cargos y funciones para los cuales, por disposición de la presente Constitución, se requiera ser mexicano por nacimiento, se reserva a quienes tengan esa calidad y no adquieran otra nacionalidad. Esta reserva también será aplicable a los casos que así lo señalen otras leyes del Congreso de la Unión. […]


3 Al respecto, véase la jurisprudencia P./J. 37/2004, de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ESTUDIO INNECESARIO DE CONCEPTOS DE INVALIDEZ”. [Registro digital: 181398. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIX, Junio de 2004, página 863.]





